INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, SILVICULTURA Y PESCA ACERCA DEL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE QUE LA ENAJENACIÓN DE BIENES DERIVADOS DE LA REFORMA AGRARIA DEBERÁ INDICAR EL VALOR INDIVIDUAL DE CADA UNO DE ELLOS.


______________________________________________________________


BOLETÍN Nº 2344-01


Honorable Cámara:


	Vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca pasa a informaros acerca del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece que la enajenación de bienes derivados de la reforma agraria deberá indicar el valor individual de cada uno de ellos.  Este proyecto tuvo su origen en una moción de los Diputados señores Delmastro, Alessandri, Caminondo; García, don René Manuel; Naranjo; Palma, don Osvaldo; Pollarollo, Rocha y Vilches.


	Durante el estudio de esta iniciativa, vuestra Comisión recibió la opinión, por escrito, de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, que se inserta en el Nº III de este informe.


I. ANTECEDENTES.


A) Incidencia en la legislación vigente.


	El proyecto modifica el artículo 1º de la ley Nº 19.590, que dispone la obligación de escritura separada para la enajenación, a cualquier título, de cada parcela, sitios y bienes comunes del proceso de reforma agraria.


	La ley 19.590 dispuso que la enajenación que se realice, ya sea a título gratuito u oneroso, de parcelas, de sitios y de derechos sobre bienes comunes derivados del proceso de reforma agraria, debe hacerse por separado, mediante escritura pública diferente para cada uno de ellos.  Asimismo, prohíbe a los notarios y conservadores de bienes raíces autorizar e inscribir las escrituras que no cumplan con esta obligación.


	Según se desprende de la historia de esta norma legal, ésta tuvo por objeto establecer un régimen especial de solemnidades para la enajenación de estos bienes, toda vez que se estimó que, a pesar de que el derecho de propiedad forma parte del principio básico de la libertad de las personas para decidir la forma de adquirir o enajenar sus bienes, en este caso se actuaba sobre un sector social y cultural especial, en el cual la evidencia empírica ha demostrado que ha habido situaciones de engaño, de estafa y de precios pagados por debajo de las condiciones del mercado.


	En efecto, algunos asignatarios de bienes derivados del proceso de reforma agraria han enajenado sus parcelas conjuntamente con el sitio y la casa habitación, sin que hayan advertido las consecuencias de su determinación, produciéndose, de este modo, un efecto no perseguido con la transferencia.


	Se consideró como un efecto no deseado el hecho de que, por tratarse de escrituras separadas, pudiera encarecerse el costo de los gastos notariales y de conservadores de bienes raíces, pero ello se estimó marginal frente a los beneficios que otorga el proyecto a este segmento de la población.  En ese mismo sentido, se desechó la posibilidad de establecer la obligación de individualizar, en el título de dominio, la parcela, el sitio y el bien común, sin exigir escritura pública separada.


B) Antecedentes históricos.


	El proceso de reforma agraria derivado de la dictación de la ley Nº 16.640, de 28 de julio de 1967, asignó a trabajadores de predios agrícolas las parcelas, los sitios y los bienes comunes resultantes de la subdivisión de los predios, unos en propiedad individual y otros en propiedad comunitaria.


	Sin embargo, dichas transferencias estuvieron limitadas en sus efectos, debido a que hubo necesidad de dictar normas especiales que impidieron, en un principio, su enajenación en favor de terceros no asignatarios de tierras, y la división de las tierras asignadas, conforme a lo preceptuado en las letras a) y b) del artículo 76 de la ley Nº 16.640, actualmente derogada.


	A partir del decreto ley Nº 3.262, de 1980, se permitió la división de las tierras asignadas, pudiendo el parcelero conservar su dominio, el sitio y la casa habitación que se le hubieren asignado sin formar un todo físico con la parcela o huerto y que figuraren separadamente, con deslindes especiales, en el título de dominio.


	Posteriormente, el artículo 5º del decreto ley Nº 3.516, de 1980, reguló el procedimiento a que deben sujetarse los propietarios de tales inmuebles para efectuar la subdivisión de los mismos.


	La norma establecida en el artículo 5º de la ley Nº 18.658, de 30 de septiembre de 1987, interpretó el precepto contenido en el artículo 5º del decreto ley antes citado, en el sentido de que era procedente la enajenación independiente del sitio, de la casa habitación y de los derechos en los bienes comunes incluidos en la asignación.


	Como resultado de lo anterior, se ha ido consolidando una legislación excepcional en relación con los inmuebles derivados del proceso de reforma agraria, que ha posibilitado la transferencia de parcelas, de sitios y de derechos en los bienes comunes, a saber:


	-El decreto ley 993, de 1975, sobre arrendamiento de predios rústicos, medierías o aparcerías;


	-El decreto ley 2695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella;


	-La ley 18.377, que establece normas sobre pago de deudas fiscales que indica;


	-La ley 18.658, que establece normas sobre consolidación y servicio de deudas que indica derivadas del proceso de reforma agraria;


	-La ley 18.664, que faculta al Consejo de Defensa del Estado para transigir en los juicios derivados del proceso de reforma agraria, y la ley 18.878, que otorga nuevo plazo para esta transacción.


	-La ley 18.772, que establece rebaja de deuda fiscal originada en la adquisición de bienes en el proceso de reforma agraria;


	-La ley 18.768, que permite a las sociedades agrícolas de exasentados transmitir beneficios a socios en caso de liquidación;


	-La ley 19.118, que otorga beneficios a los adquirentes de predios derivados de la reforma agraria;


	-La ley 19.353, que condona deudas que indica respecto de predios derivados del proceso de reforma agraria que señala;


	-La ley 19.386, que establece normas para la enajenación de bienes comunes provenientes de la reforma agraria;


	-La ley 19.590, que dispone la obligación de escritura pública separada para la enajenación, a cualquier título, de cada parcela, sitios y bienes comunes del proceso de reforma agraria.


II. IDEAS FUNDAMENTALES O MATRICES DEL PROYECTO.


	La idea matriz que inspira la proposición de esta iniciativa legal tiene por objeto corregir una situación engorrosa producida por la aplicación de la ley Nº 19.590, que entraba y encarece el aporte en una sociedad de una parcela, con sus bienes comunes y sitios, por cuanto se hace necesario modificar la mencionada sociedad tantas veces como bienes se deseen aportar.


A) Fundamentos.


	Como consecuencia de la reforma agraria, ley Nº 16.640, se asignaron predios como propiedad individual y otros como propiedad comunitaria.  Además, la propiedad individual recayó sobre parcelas y sitios de diversa índole.


	Al existir estas tres clases de inmuebles, parcelas, sitios y bienes comunes, algunas personas con escasos conocimientos cometieron errores, por cuanto al querer enajenar uno de los bienes y al existir una sola escritura e inscripción, enajenaban el resto de esos bienes, sin tener la voluntad e intención de hacerlo.


	Así, la ley 19.590, publicada en el Diario Oficial del 13 de noviembre de 1998, trató de corregir esta fuente de error, al establecer que estos bienes debían ser enajenados en forma separada, mediante escritura pública diferente para cada uno de ellos.


	Esta nueva disposición, en base a la experiencia práctica de su aplicación, trajo como consecuencia un nuevo y grave problema, que se produce cuando se desea aportar una parcela, con sus bienes comunes y sitios, a una sociedad, por cuanto se hace necesario, de acuerdo con esta disposición, modificar dicha sociedad dos veces o tres veces, la primera para completar el aporte de la parcela, la segunda para aportar el sitio y luego los bienes comunes.


	Esto agrega un trámite adicional y especialmente un alto costo a la realización de aportes a sociedades.


	Lo anterior ha sido motivo de consenso entre los diferentes conservadores de bienes raíces consultados, que ven en la redacción del artículo, que se propone modificar, una traba innecesaria y de alto costo para aquellas personas que quieran aportar los bienes antes señalados a una sociedad.  Esto se superaría si en una misma escritura quedara consignado el precio de cada propiedad, esto es, el precio de la parcela, del sitio, del bien común, para así evitar que, teniéndose la intención de la venta original de una de las tres, se vayan a enajenar todas en su conjunto.


B) Articulado del proyecto.


	El proyecto consta de un solo artículo permanente que sustituye el artículo 1º de la ley Nº 19.590�, en el sentido de establecer que “Sin perjuicio de las normas legales vigentes sobre la materia, la primera enajenación que se realice a partir de la vigencia de esta ley, ya sea a título gratuito u oneroso, de parcelas, de sitios y de derechos sobre bienes comunes derivados del proceso de reforma agraria, deberá hacerse indicando el precio o valor individual de cada uno de los bienes indicados”.


III. PERSONAS ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN.


	Se consigna, en esta parte, la opinión de la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, cuyo tenor es el siguiente:


	“Ante la opinión requerida por la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca de la Honorable Cámara de Diputados mediante oficio 127/2000 en relación a la modificación del artículo 1º de la ley Nº 19.590, cúmpleme informar que, consultado el parecer de varios conservadores de bienes raíces, tanto de Santiago como de regiones, su respuesta ha sido que el proyecto de ley en comento es atinado y, con las alteraciones que también se sugieren, solucionaría los problemas que se han derivado de la aplicación del artículo 1º de la ley Nº 19.590 en su actual redacción, todo ello por las siguientes consideraciones:


	1. La ley 19.590, publicada en el Diario Oficial de fecha 13 de noviembre de 1998, dispuso, en términos generales, que la enajenación de parcelas, sitios y derechos en bienes comunes derivados del proceso de reforma agraria se debe efectuar mediante escritura pública diferente para cada uno de dichos bienes.


	El artículo 2º de la misma ley dispone que los notarios y conservadores de bienes raíces no podrán autorizar ni inscribir, respectivamente, escrituras públicas que no den cumplimiento a lo anterior.


	2. Cabe tener presente que la ley Nº 19.590, según consta de la historia de su establecimiento, tuvo como principal propósito proteger al asignatario Cora de posibles engaños, dado el supuesto de falta de instrucción y asesoría jurídica.


	3. No obstante la clara y manifiesta idea del legislador, el texto promulgado como ley de la República se ha prestado para innumerables dudas respecto de su real alcance, dando origen a distintas interpretaciones.


	A modo de ejemplo, podemos citar los siguientes casos, en los cuales conforme a la finalidad primitiva del legislador, no sería aplicable la ley, pero el texto de la misma indica lo contrario: enajenación de una parcela, sitio y derechos en bienes comunes, por parte de un tercer adquirente, no asignatario Cora; tercer adquirente -que incluso podría ser un banco o institución financiera- que enajena conjuntamente más de una parcela, aporte a sociedades de parcelas, sitios y derechos en bienes comunes, que obligaría a suscribir más de una escritura para el mismo efecto; liquidación de comunidades; adjudicación en pública subasta judicial de una parcela, sitio y derechos en bienes comunes, etc.


	De hecho, desde la entrada en vigencia de la ley 19.590, han sido varios los problemas de orden práctico originados por las dudas existentes respecto de su verdadero sentido, habiéndose rechazado diversas inscripciones requeridas a diferentes oficios conservatorios, tanto por asignatarios Cora, como por los terceros adquirentes; y, en consonancia con lo razonado y conforme al objetivo perseguido por los señores Diputados que presentaron la iniciativa legal que concluye en la referida ley, no se aprecian los motivos por los que, en definitiva, el texto de la norma resultó aplicable, no sólo a los asignatarios originales, sino que también a sus terceros adquirentes.


	Del tenor literal de la ley 19.590, en cuanto señala “...primera enajenación que se realice a partir de la vigencia de esta ley...”, se deduce que ella comprende tanto a los parceleros originarios como a quienes derivan su dominio de ellos.


	Lo anterior nos lleva a concluir que la redacción definitiva de la ley fue más lejos que el pensamiento originario de los impulsores de la misma, ya que incluyó a quienes han sucedido a los asignatarios, ya sea a título gratuito u oneroso, en el dominio de sus propiedades agrícolas, en los cuales no es lógico ni razonable sostener la existencia de las mismas carencias que en el caso de los parceleros inmediatamente provenientes del sector reformado de la agricultura.


	En ese orden de ideas, considerar a los terceros compradores de aquellas parcelas en la disposición legal en comento, da lugar a situaciones inconvenientes y no deseadas, al complicar o entrabar la libre circulación de los bienes; dificultar la actividad económica; y ser materia de toda clase de interpretaciones, con el riesgo de incrementar los contratos eventualmente expuestos a nulidades absolutas.


	4. Consecuente con lo anterior, sugerimos que la redacción del referido artículo modificatorio de la ley quedara en los siguientes términos.


	Ley 19.590.  “Sin perjuicio de las normas legales sobre la materia, en los instrumentos que contengan un acto o contrato, a título oneroso o gratuito, cuya finalidad última lleve a la transferencia o adjudicación que efectúen asignatarios o adquirentes originarios de parcelas, sitios y derechos sobre bienes comunes, derivados del proceso de reforma agraria, deberá especificarse por separado cada uno de ellos y su respectivo precio o valor”.


	Las razones de la redacción propuesta, son las siguientes:


	a) Se circunscribe el ámbito de aplicación de la norma a operaciones en que sean parte los adquirentes o asignatarios originarios de los inmuebles, que son precisamente a quienes se desea proteger de los abusos o defraudaciones.


	b) Se suprime la expresión “primera enajenación a partir de la vigencia de esta ley”, porque a nuestro juicio dicha expresión al referirse a la “primera enajenación” deja la duda de no ser exigible en las posteriores, y a nuestro juicio con la redacción que se propone no se plantea ninguna duda.


	c) Al indicar “los instrumentos que contengan un acto o contrato cuya finalidad última lleve a la transferencia o adjudicación...”, tiene como finalidad comprender actos como la promesa y concordar la redacción con el derecho chileno, en que los contratos producen obligaciones y no transferencias de dominio.


	d) Del mismo modo, la supresión de la expresión “a partir de la vigencia de esta ley”, apunta en igual sentido, por cuanto la aplicación de toda norma legal lo es siempre a futuro a partir de la vigencia de la ley, salvo el caso de las leyes con efecto retroactivo y esta ley no tiene tal carácter, el que siempre deber ser expreso.


	e) Se mantienen las expresiones precio y valor que respectivamente se refieren a la compraventa o al aporte o adjudicación en su caso de los inmuebles o derechos a que la ley se refiere, y se sustituye la frase “precio o valor individual” por la que se consigna en el artículo propuesto; ello obedece a que a nuestro juicio esta redacción es comprensiva de la enajenación a título gratuito y oneroso.


	5. Por otra parte, se nos ha hecho ver la conveniencia de que se aproveche esta oportunidad para introducir en la ley alguna disposición especial que establezca un mecanismo de corrección o saneamiento de las irregularidades en que se hubiere incurrido por la aplicación de la ley en comento en su actual redacción.”


IV. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR.


	Vuestra Comisión compartió, en términos generales, los objetivos perseguidos por la moción, en cuanto a solucionar las dificultades que la aplicación práctica de la ley 19.590 ha dejado al descubierto, estableciendo que la enajenación de los bienes provenientes de la reforma agraria se efectúe en una misma escritura, con la exigencia de consignar por separado el precio o valor de cada uno de ellos.


	Sin embargo, hubo acuerdo en considerar que es necesario circunscribir el ámbito de aplicación de la norma a los adquirentes o asignatarios originarios de bienes provenientes de la reforma agraria, a quienes, precisamente, se desea proteger de los abusos o defraudaciones.


	Asimismo, se estimó innecesario especificar que ello debe efectuarse “a partir de la vigencia de esta ley”, por cuanto la aplicación de las normas legales es a futuro, salvo el caso de las leyes con efecto retroactivo, condición que debe señalarse expresamente.


	Por otra parte, hubo consenso en concordar una nueva redacción al artículo propuesto, de manera que permita incluir en esta obligación a actos como la promesa de compraventa y en la conveniencia de especificar, por separado, cada uno de los bienes, además de su respectivo precio o valor.


	Finalmente, acogiendo lo sugerido por la Asociación de Notarios, Conservadores y Archiveros Judiciales de Chile, se estimó conveniente introducir una disposición especial, similar a aquella que se dictó como consecuencia de la aplicación del artículo 8º del decreto ley Nº 2603, de 1979, que establezca un mecanismo de corrección o de saneamiento de las irregularidades en que se hubiere incurrido por la aplicación de esta ley, en su actual redacción�.


	Atendidas estas consideraciones, vuestra Comisión procedió a aprobar, por la unanimidad de los señores Diputados presentes, la idea de legislar en esta materia.


	A continuación, durante la discusión en particular de esta iniciativa, las sugerencias tendientes a perfeccionarla se materializaron en las siguientes indicaciones:


Artículo único.


	-De los Diputados señores Silva, Álvarez-Salamanca, Ceroni, Delmastro; Galilea, don José Antonio; Melero y Recondo, para sustituir el artículo 1º de la ley Nº 19.590, por el siguiente:


	“Artículo 1º.-  Sin perjuicio de las normas legales sobre la materia, en los instrumentos que contengan un acto o contrato, a título oneroso o gratuito, cuya finalidad última lleve a la transferencia o adjudicación que efectúen asignatarios o adquirentes originarios de parcelas, sitios y derechos sobre bienes comunes, derivados del proceso de reforma agraria, deberá especificarse por separado cada uno de ellos y su respectivo precio o valor.”


	-Fue aprobada por la unanimidad de los señores Diputados presentes.








Artículo transitorio.


	-De los Diputados señores Silva, Álvarez-Salamanca, Ceroni, Delmastro; Galilea, don José Antonio; Monge y Recondo, para agregar un artículo transitorio:


	“Artículo transitorio.-  Declárase saneada, por el solo ministerio de la ley, la nulidad que pudiere derivar de la aplicación de la ley Nº 19.590 a los actos y contratos celebrados bajo su vigencia.”


	-Fue aprobada en forma unánime.


V. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento, se hace constar lo siguiente:


	1. Que el proyecto fue aprobado, tanto en general como en particular, por unanimidad.


	2. Que no hubo artículos o indicaciones que fueran rechazados por la Comisión.


	3. Que el proyecto no contiene normas orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


	4. Que ninguna de las disposiciones del proyecto de ley es de la competencia de la Comisión de Hacienda.


	5. Que, en virtud del artículo 15 del Reglamento, se introdujeron en el proyecto de ley algunas correcciones formales, que no es del caso detallar.


VI. TEXTO DEL PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA COMISIÓN.


	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que, en su oportunidad, os podrá añadir el señor Diputado informante, vuestra Comisión de Agricultura, Silvicultura y Pesca os recomienda aprobar el siguiente


PROYECTO DE LEY.


	Artículo único.- Sustitúyese el artículo 1º de la ley Nº 19.590, por el siguiente:


	“Artículo 1º.-  Sin perjuicio de las normas legales sobre la materia, en los instrumentos que contengan un acto o contrato, a título oneroso o gratuito, cuya finalidad última lleve a la transferencia o adjudicación que efectúen asignatarios o adquirentes originarios de parcelas, sitios y derechos sobre bienes comunes, derivados del proceso de reforma agraria, deberá especificarse por separado cada uno de ellos y su respectivo precio o valor.”


	Artículo transitorio.-  Declárase saneada, por el solo ministerio de la ley, la nulidad que pudiere derivar de la aplicación de la ley Nº 19.590 a los actos y contratos celebrados bajo su vigencia.


�


	Se designó Diputado informante al señor ROBERTO DELMASTRO NASO.


	SALA DE LA COMISIÓN, a 7 de marzo del año 2000.

































































	Acordado en sesiones de fechas 14 de septiembre de 1999, 18 y 25 de enero y 7 de marzo del año 2000, con la asistencia de los Diputados señores Silva (Presidente); Acuña, Álvarez-Salamanca, Ceroni, Delmastro; Galilea, don José Antonio; Hernández, Melero, Monge, Naranjo, Núñez; Pérez, don José, y Recondo.


MIGUEL CASTILLO JEREZ,


Secretario de la Comisión.





� Ley Nº 19.590.-


	“Artículo 1º.-  Sin perjuicio de las normas legales vigentes sobre la materia, la primera enajenación que se realice a partir de la vigencia de esta ley, ya sea a título gratuito u oneroso, de parcelas, de sitios y de derechos sobre bienes comunes derivados del proceso de reforma agraria, deberá hacerse por separado, mediante escrituras públicas diferentes para cada uno de los bienes indicados.


	Artículo 2º.-  Los notarios y conservadores de bienes raíces no podrán autorizar ni inscribir, respectivamente, escrituras públicas que no den cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 1º de esta ley.”





� Decreto ley Nº 2.603, de 1979.-.


	“Artículo 8º.-  En los actos y contratos que importen la transferencia del dominio de un predio agrícola, o de un establecimiento industrial, minero u otro de aquellos que para su funcionamiento o explotación requieren utilizar derechos de aprovechamiento de aguas, deberá expresarse la circunstancia de que dicho acto se efectúa incluyendo o no derechos de aprovechamiento, según sea el caso.


	Los Notarios Públicos no autorizarán los actos o contratos en que no se exprese la circunstancia anteriormente referida y, además de su responsabilidad funcionaria, serán personal y solidariamente responsable por los daños y perjuicios que dicha omisión pudiere originar.


	Los actos o contratos en que se hubiere omitido la declaración señalada en el inciso primero de este artículo, serán nulos absolutamente.”


Ley Nº 18.405.-


	“Artículo 1°.-  Derógase el artículo 8° del decreto ley N° 2.603, de 1979, y declárase saneado, por el solo ministerio de la ley, el vicio de nulidad que pudiere afectar a los actos y contratos celebrados con omisión de la declaración prevista en el inciso primero de dicho artículo.


	Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable a los casos que en la actualidad se encuentren sometidos a proceso judicial, ni afectará lo resuelto por sentencias ejecutoriadas.”





�PAGE  �9�














